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Acta Nº            de 6 de abril de 2018
En el término estipulado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 se procede a emitir la decisión correspondiente dentro del trámite de la consulta de la sanción que mediante auto del 7 de marzo de 2018 impuso el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas a los doctores Julio César Rojas Padilla, Representante Legal y Judicial de Medimas EPS S.A.S. y Néstor Orlando Arenas Fonseca, Gerente General y Representante Legal de la misma entidad.

A U T O:

Mediante proveído del 7 de marzo de 2018, el juzgado de conocimiento se pronunció en torno al incidente de desacato instaurado por AMANDA DEL SOCORRO GÓMEZ RAMÍREZ contra los doctores Julio César Rojas Padilla, y Néstor Orlando Arenas Fonseca, con motivo de la desatención a la orden de tutela que se impartiera el día 6 de febrero de 2017 y dispuso la sanción contra dichos funcionarios,  consistente en el cumplimiento de dos (2) días de arresto y el pago de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Al tenor de lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la Acción de Tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, se envió el expediente a esta Sala de Decisión Laboral a efecto de que se cumpla aquí, por vía de consulta, el control de legalidad de la sanción.

Para resolver, 
SE CONSIDERA:

Ha considerado la Corte Constitucional que el principal propósito del trámite incidental se “centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”
, definiendo su finalidad, no en la imposición de una sanción, sino en el logro del cumplimiento de la orden constitucional. 

No obstante el artículo 52 del Decreto 2591, establece que el incidente por desacato a una orden judicial proferida con base en este decreto, trae como consecuencia jurídica y procesal a la persona responsable de su cumplimiento, una sanción consistente en “arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales”, salvo que se haya establecido una sanción diferente y sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 

En relación con lo consagrado en la referida disposición, la Corte Constitucional en la Sentencia C-367-14
“A pesar de ser una sanción, el objeto del desacato no es la sanción en sí misma, sino propiciar que se cumpla el fallo de tutela
. Cumplir con la orden serviría para evitar la sanción, valga decir, evitar que se imponga el arresto y la multa previstos en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. En la medida en que el desacato puede hacer que se cumpla con el fallo en comento, es un instrumento procesal que puede garantizar de manera adecuada el acceso a la administración de justicia
”.
También se dijo en esa providencia:

“La administración de justicia y, de manera especial, el juez que dictó la providencia judicial, no pueden ser indiferentes o ajenos a su cumplimiento. Este cumplimiento puede y, si es del caso debe, efectuarse aún en contra de la voluntad de quien está llamado a ello, por medios coercitivos. 

El incumplir una providencia judicial puede comprometer la responsabilidad de la persona a quien le es imputable esta conducta y puede tener consecuencias en diversos ámbitos. Y puede comprometerla, porque si bien el incumplimiento obedece a una situación objetiva, dada por los hechos y sólo por los hechos, la conducta de incumplir obedece a una situación subjetiva, en la cual es relevante la culpabilidad de su autor.”
En el presente asunto, en la sentencia que amparó los derechos fundamentales a la salud y vida digna, se ordenó a la doctora Victoria Eugenia Aristizabal Marulanda, Administradora de Agencia Regional de Cafesalud EPS, disponer lo necesario para la realización del procedimiento denominado infiltración de rodilla, incluido las ayudas diagnósticas previas a la intervención.
El día 5 de diciembre de 2017 el personero del municipio de Dosquebradas, en representación de la actora comunicó el incumplimiento de la orden impartida por parte de la entidad obligada, hecho que llevó al juzgado, a través de providencia del 6 de diciembre de 2017, a requerir al doctor Julio César Rojas Padilla, Representante Legal Judicial de Medimas EPS SAS -entidad que a partir del 1º de agosto de 2017 asumió la atención en salud de los usuarios de la EPS Cafesalud- para dar cumplimiento al fallo de tutela.

Como quiera que no hubo respuesta al requerimiento, en auto de fecha 15 de enero de 2018, se comunicó la situación al Representante Legal de Medimas EPS SAS, doctor Néstor Orlando Arenas Fonseca, para que, en su condición de superior jerárquico del obligado, hiciera cumplir el fallo de tutela y abriera el correspondiente proceso disciplinario en su contra, tal y como lo dispone el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991.

Transcurrido en silencio el término concedido para efectos de lo anterior, a través de auto de fecha 12 de febrero de 2018 –fl 19-, se dispuso la apertura del incidente de desacato en contra de los citados funcionarios, ordenándose el traslado para el ejercicio del derecho de defensa. Dicha decisión le fue notificada a la funcionaria encargada del cumplimiento del fallo de tutela.
Sin obtener pronunciamiento alguno de su parte, el a quo en providencia adiada 7 de marzo de 2018, resolvió de fondo el incidente declarando que se había incurrido en desacato de la orden judicial impartida, y en consecuencia, impuso a los doctores Julio César Rojas Padilla, Representante Legal y Judicial de Medimas EPS S.A.S. y Nestor Orlando Arenas Fonseca, Gerente General y Representante Legal de la misma entidad la sanción consistente en el cumplimiento de dos (2) días de arresto y el pago de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, ordenando además la notificación de esa decisión a cada una de las partes –fls 24 a 26-, lo cual se materializó a través de las comunicaciones No 203 y 204 que militan a folios 27 y 28 del expediente.
En escrito de fecha 14 de marzo de 2018 la entidad accionada solicitó la nulidad del trámite incidental al advertir que en el fallo de tutela no se individualizó el sujeto que debía dar cumplimiento a la orden de tutela indicando que para el caso sólo es el Representante Legal Judicial de la entidad, esto es el doctor Julio César Rojas Padilla, precisando que el Presidente representa a la entidad administrativa y contractualmente, por lo tanto debe ser desvinculado del trámite.

Señala igualmente, que la orden de tutela fue dirigida en contra de Cafesalud EPS, entidad de la que Medimás no es sucesora procesal, por lo tanto la orden de tutela no le fue notificada a ésta última, como tampoco a los incidentados, haciendo notar de paso la inexistencia del auto que ordenó la apertura del desacato.   

Al realizar el control de legalidad a la sanción impuesta, una vez revisadas detalladamente cada una de las actuaciones surtidas en la instancia anterior, se advierte que si bien el trámite incidental no ofrece reparos, la situación administrativa que dio lugar a la cesión de los usuarios de Cafesalud EPS a Medimás EPS S.A.S., aprobada por la Superintendencia de Salud mediante Resolución No 2426 de 2017, requería poner en conocimiento de la nueva entidad la orden de tutela dada dentro del presente asunto el 6 de febrero de 2017, tal como lo advirtió Medimás EPS al momento de formular la nulidad.
Lo anterior es así porque aun cuando Medimás EPS S.A. se obligó para con los afiliados de Cafesalud EPS brindarle los servicio médicos y asistenciales a partir del 1º de agosto de 2017, en las mismas condiciones en que venían siendo atendidos por ésta última, en particular quienes gozaban de especial protección amparados por decisiones de tutela, el fallo que se reclama desatendido fue proferido cuando ésta entidad no había iniciado operaciones y la orden de cumplimiento iba dirigida a otra funcionaria.
Es del caso señalar que a pesar de ser la acción constitucional y el incidente de desacato trámites sumarios y expeditos, no por ello deben surtirse sin observar el debido proceso y las garantías procesales que les asisten a los incidentados, por lo que en esta caso se hace necesario declarar la nulidad de lo actuado a partir del auto de fecha 29 de septiembre de 2017, debiéndose poner en conocimiento del doctor Julio César Rojas Padilla, Representante Legal Judicial de Medimas EPS SAS, el contenido de la sentencia y concederle cuarenta y ocho (48) horas para darle cumplimiento, sin que ello signifique una nueva oportunidad para impugnar la decisión.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No 1º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la actuación dentro del presente trámite, a partir del auto proferido el 6 de diciembre de 2017.
SEGUNDO: COMUNICAR al doctor Julio César Rojas Padilla, Representante Legal Judicial de Medimas EPS SAS, el contenido de la sentencia proferida el 6 de febrero de 2017 por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas dentro de la acción de tutela promovida por Amanda del Socorro Gómez Ramírez contra Cafesalud ESP-S.   

SEGUNDO: CONCEDER el término de cuarenta y ocho (48) horas al doctor Julio César Rojas Padilla para dar cumplimiento a la orden de tutela.  
CUARTO: NOTIFICAR a los interesados, el contenido de la presente decisión, en la forma prevista por el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado 
� T-179-09. M.P. Humberto Sierra Porto, ratificada en la el Auto 320 de 2013.


� Cfr. Sentencias T-421 de 2003 y C-092 de 1997. 


� Cfr. Sentencia T-171 de 2009.
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